         

Oscar Alberto Ríos Betancur Vs Megabus S.A. y otras. Rad 66001-31-05-001-2016-00470-01
[bookmark: _GoBack]El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:	CONTRATO DE TRABAJO / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA / ARTÍCULO 34 C.S.T. / NECESIDAD DE VINCULAR AL PROCESO AL VERDADERO EMPLEADOR / EXCEPCIONES / QUE LA OBLIGACIÓN DEL PATRONIO ESTÉ RECONOCIDA EN FORMA EXPRESA O POR DECISIÓN JUDICIAL / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE. 

Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva. Pero el beneficiario del trabajo o el dueño de la obra, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores…

La Sala de Casación Laboral ha sentado su criterio respecto a la solidaridad entre contratistas independientes y el beneficiario de la obra, desde sentencia proferida el 10 de agosto de 1994 Radicación 6494 M.P. Ernesto Jiménez Díaz, considerando que pueden presentarse tres situaciones procesales diferentes, entre las cuales se enlista: 

“c) El trabajador puede demandar solamente al beneficiario de la obra, como deudor solidario si la obligación del verdadero patrono, entendiéndose como tal al contratista independiente, “existe en forma clara expresa y actualmente exigible, por reconocimiento incuestionable de éste o porque se le haya deducido en juicio anterior adelantado tan solo contra el mismo”. (…)

… el accionante busca el reconocimiento de las acreencias laborales a cargo de Promasivo S.A. en calidad de empleadora y posteriormente el cubrimiento de esas obligaciones en cabeza de Megabus S.A. como solidariamente responsable, al haberse beneficiado de los servicios prestados por él.

Por excepción según se dijo previamente, para triunfar en sus pretensiones sin la presencia de Promasivo S.A., el señor Oscar Alberto Ríos Betancur tenía el deber de probar, además del vínculo laboral, la existencia y monto de las obligaciones insolutas a través de una sentencia judicial, conciliación u otro documento donde conste una obligación clara, expresa y actualmente exigible en cabeza de aquella entidad.

Al revisar el material probatorio allegado al proceso, no se observa que el demandante haya cumplido con ese deber procesal, ya que en el plenario no obra conciliación o sentencia judicial en la que se haya reconocido por parte de Promasivo S.A. la existencia de rubros económicos derivados de un contrato de trabajo a favor del señor Ríos Betancur.
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SENTENCIA ESCRITA  
 
Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el señor OSCAR ALBERTO RÍOS BETANCUR en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 20 de febrero de 2019, dentro del proceso que promueve en contra de MEGABÚS S.A. y al que fueron vinculadas como llamadas en garantía SI 99 S.A., LÓPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS & CIA S EN C. y LIBERTY SEGUROS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00470-01.
 
(…)

ANTECEDENTES

Pretende el señor Oscar Alberto Ríos Betancur que la justicia laboral declare la existencia de un contrato de trabajo entre él y Promasivo S.A. entre el 8 de noviembre de 2010 y el 6 de enero de 2015 y con base en ello aspira que se le cancelen una serie de emolumentos e indemnizaciones que detalla en la demanda, respecto de las que considera solidariamente responsable a Megabus S.A.

Refiere básicamente que: Prestó sus servicios entre las calendas señaladas anteriormente a favor de Promasivo S.A. bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, en virtud al contrato de concesión 01 de 2004 suscrito entre la empleadora y la sociedad Megabus S.A., lo que convierte a ésta última en beneficiaria de esos servicios; desde el año 2013 la sociedad empleadora empezó a tener serias dificultades económicas que la llevó a incumplir con sus obligaciones contractuales; a la fecha de presentación de la demanda se le adeuda salarios, prestaciones sociales, vacaciones; al ser beneficiario de los servicios prestados por él, elevó reclamación administrativa ante Megabús S.A. el 9 de febrero de 2016, la cual no ha sido respondida a la fecha de presentación de la demanda; el 11 de enero de 2016, Promasivo S.A. emitió colilla de liquidación del contrato Nº 665 en el que reconoce adeudarle la suma de $9.126.716; el 20 de enero de 2016 elevó solicitud de reconocimiento de créditos ante la Superintendencia de Sociedades, salvaguardando el derecho a acudir a la vía ordinaria.

Al contestar la demanda -fls. 86 a 103- Megabus S.A. solo aceptó la reclamación elevada por la demandante y su falta de respuesta. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva” y “Buena fe”.

En escritos adjuntos -fls. 110 a 141-, solicitó que fueran llamadas en garantía SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados & Cía. S en C. y Liberty Seguros S.A.

Liberty Seguros S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía -fls. 162 a 179- oponiéndose a las pretensiones del primero y ateniéndose a lo que resulte probado frente al segundo, pero en todo caso proponiendo excepciones de mérito frente a ambas, las que se encuentran debidamente relacionadas.

López Bedoya y Asociados & Cía. S en C. dando respuesta al libelo introductorio y al llamamiento en garantía -fls.192 a 223- se opuso a las pretensiones de ambas, lo que la llevó a formular las excepciones de mérito que se encuentran relacionadas en dichos escritos.

SI 99 S.A. dio también respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía en documentos visibles a folios 235 a 292 del plenario, incluyendo las excepciones de fondo que quiere hacer valer.

En la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y de la SS, más exactamente en la fase de saneamiento, el juzgado de conocimiento después de valorar el Auto Nº 400-017580 de 17 de noviembre de 2016 emitido por la Superintendencia de Sociedades en el que se declaró terminado el proceso de liquidación de la sociedad Promasivo S.A., decidió darle continuidad al proceso sin su comparecencia, considerando que no se dan los presupuestos procesales para que participe en él, como lo es la capacidad para ser parte. 

En sentencia de 20 de febrero de 2019, la funcionaria de primer grado absolvió a Megabus S.A. de las pretensiones de la demanda, argumentando que al haberse desvinculado a Promasivo S.A., de quien se pretendía la declaratoria como verdadero empleador del señor Oscar Alberto Ríos Betancur y al no existir prueba que demuestre la existencia de la relación laboral alegada y mucho menos que de ella se desprendan obligaciones insolutas a cargo de esa entidad, imposible resulta abordar el tema de la solidaridad respecto de Megabus S.A.; postura que apoyó en pronunciamientos hechos por la Sala de Decisión Laboral de éste Distrito Judicial y por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.

Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación exponiendo que con los documentos aportados en el proceso se puede concluir que existió un contrato de trabajo entre el señor Oscar Alberto Ríos Betancur y Promasivo S.A. y con la colilla generada por esa entidad se demuestran los rubros que se le adeudan; pero para tener mayor claridad respecto a las acreencias a cargo de la entidad empleadora, cierto es que la Superintendencia de Sociedades graduó y calificó los créditos de los trabajadores de esa entidad, y si bien esa prueba no fue aportada al proceso, solicita que en el curso de la segunda instancia se decrete con el fin de que la Corporación la estudie y evalúe.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN   
 
Conforme se dejó plasmado en la constancia emitida por la Secretaría de la Corporación, los apoderados judiciales la entidad demandada y de las sociedades llamadas en garantía hicieron uso del derecho a presentar alegatos de conclusión en término; mientras que la parte actora dejó transcurrir el plazo otorgado para ese fin en silencio.
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 279 del CGP consistente en que “No se podrá hacer transcripciones o reproducciones de actas, decisiones o conceptos que obren en el expediente”, baste decir que los argumentos expuestos en los alegatos de conclusión por parte de los apoderados judiciales que representan los intereses de esas sociedades (Megabus S.A., SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados & Cía. S en C. y Liberty Seguros S.A.) ratificaron los fundamentos jurídicos expuestos en las contestaciones a la demanda, reiterando que en este evento no se presentan los presupuestos fácticos, procesales, legales y jurisprudenciales para acceder a las pretensiones del actor; razones por las que piden que se confirme la decisión emitida en el curso de la primera instancia.

Atendidas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente: 

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Es dable acceder a la solicitud probatoria efectuada por el apoderado judicial de la parte actora en la sustentación del recurso de apelación?

¿Resulta viable responsabilizar a Megabus S.A. por las acreencias laborales cuyo pago reclama el señor Oscar Alberto Ríos Betancur en el presente trámite?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

RESPONSABILIDAD SOLIDARIA

Señala el artículo 34 del C.S.T. que son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos patronos y no representantes ni intermediarios las personas naturales o jurídicas que contraten la ejecución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficio de terceros, por un precio determinado, asumiendo los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva. Pero el beneficiario del trabajo o el dueño de la obra, a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no obsta para que el beneficiario estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo pagado a esos trabajadores.

De la norma se infiere que para poder imponer una condena solidaria es requisito inexorable, la previa declaración de la responsabilidad de quien fungió como verdadero empleador. 

La Sala de Casación Laboral ha sentado su criterio respecto a la solidaridad entre contratistas independientes y el beneficiario de la obra, desde sentencia proferida el 10 de agosto de 1994 Radicación 6494 M.P. Ernesto Jiménez Díaz, considerando que pueden presentarse tres situaciones procesales diferentes, entre las cuales se enlista: 

“c) El trabajador puede demandar solamente al beneficiario de la obra, como deudor solidario si la obligación del verdadero patrono, entendiéndose como tal al contratista independiente, “existe en forma clara expresa y actualmente exigible, por reconocimiento incuestionable de éste o porque se le haya deducido en juicio anterior adelantado tan solo contra el mismo”.

Estima la Sala que en el último evento, debe partirse de un doble supuesto jurídico y fáctico, consistente en que el trabajador para exigir la responsabilidad solidaria del beneficiario o dueño de la obra, debe demostrar que la prestación reclamada fue inicialmente a cargo el contratista independiente. Pero, si por el contrario, esta último no está obligado legalmente, no puede válidamente exigírsele al primero una solidaridad que no se da, porque no se presenta un reconocimiento expresa por parte del contratista o porque con anterioridad no se adelantó un proceso donde se definió la responsabilidad de ese “verdadero patrono”.    
 
Así lo precisó también esa misma Corporación en sentencia proferida el 28 de abril de 2009. M.P. Eduardo López Villegas, radicación 29522, reiterada en la SL12234-2014 Radicación N° 40058 de diez (10) de septiembre de dos mil catorce (2014), con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, en donde se dijo:

“En efecto, al verificar si para declarar responsable al obligado solidario OMYA DE COLOMBIA S.A. era imperativo vincular a DEMOLIN LTDA., se encontraría que la jurisprudencia de esta Sala ha sostenido que es necesaria la comparecencia del verdadero empleador cuando quiera que se pretenda imponer obligaciones generadas en la relación laboral, salvo que se encuentre inequívocamente demostrada una obligación clara y actualmente exigible en cabeza de aquél, bien por la existencia de un acta de conciliación o la definición de un proceso anterior, pues se requiere de su integración al trámite procesal.”.

EL CASO CONCRETO

Petición probatoria.

Establece el artículo 60 del CPT y de la SS que “El juez, al proferir su decisión, analizará todas las pruebas allegadas en tiempo”.

En ese sentido, al analizar cada una de las etapas procesales en las que las partes tenían la posibilidad de allegar y solicitar las pruebas con las cuales pretendían justificar sus posturas, esto es, con la presentación de la demanda y su contestación, la reforma de la demanda y su respuesta, o dentro del trámite procesal cuando las pruebas no obren en poder de la correspondiente parte -siempre y cuando la misma haya sido debidamente solicitada y decretada-; encuentra esta Sala de Decisión que, la parte interesada en la prueba -Certificación de la graduación y calificación de créditos de la liquidada Promasivo S.A.- no la allegó en las fases procesales en las que podía hacerlo, ya que no hizo uso del derecho de petición ante la Superintendencia de Sociedades para lograr su expedición y de esa manera, bien aportarla al proceso directamente o eventualmente, ante el silencio de esa entidad, solicitar al juez que dando alcance al derecho de petición, la emita y remita con destino al proceso, situaciones que no acontecieron y que en consecuencia generaron que en primera instancia no se decretara, por ninguna de esas dos vías. Más aun, en ningún momento procesal idóneo para el efecto solicitó la obtención de la prueba.

Con base en lo expuesto, y teniendo en cuenta que el artículo 83 del CPT y de la SS en su inciso primero establece que “Las partes no podrán solicitar del tribunal la práctica de pruebas no pedidas ni decretadas en primera instancia.”, necesario resulta concluir que no es posible acceder a la petición probatoria elevada por el apoderado judicial del señor Osar Alberto Ríos Betancur en la sustentación del recurso de apelación.

Tampoco es el caso de decretarla como prueba de oficio, por cuanto siendo el aspecto a probar, punto central de la litis, no corresponde al juez convertirse en un auxiliar de las partes para el cubrimiento de las cargas que a ella incumbe, pues ello desequilibraría la igualdad de las partes que debe garantizar.

Respecto al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencias CSJ SL-9997-2014 y SL3717 de 2016 radicación Nº 48339, entre otras, ha reiterado que la facultad prevista en el artículo 54 del CPT y de la SS no fue otorgada por el legislador para que el juez sustituya a las partes frente a sus deberes procesales, de conformidad con la distribución de la carga de la prueba para acreditar los hechos en los que sustenta sus pretensiones en el caso de la parte accionante, y los medios de defensa por la parte demandada, limitándose esa facultad en sede de apelaciones de conformidad con las reglas establecidas en el artículo 83 ibídem; lo cual sostuvo en los siguientes términos: 

“Así las cosas, olvidó el tribunal que las pruebas de oficio no suplen la iniciativa probatoria de las partes, por ende, que al juez no le está permitido desplazar las cargas procesales que a éstas compete. Por ese camino, que la iniciativa judicial en materia de pruebas está limitada a aquellas que se consideren ‘útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes’ (artículo 178 del CPC), o a las que tiendan a ‘evitar nulidades o providencias inhibitorias’ (artículo 37-4 ibídem), las cuales, para efectos de la segunda instancia en los procesos del trabajo, se contraen a las que se consideran ‘necesarias para resolver la apelación o la consulta’ (artículo 83 CPT y S.S.), no apareciendo fundamento alguno que permita predicar utilidad o necesidad de la prueba, cuando quiera que ni se contestó la demanda inicial, ni se sustentó la apelación interpuesta contra el fallo de primera instancia por quien aportó unos medios de prueba fuera del término y en contra del procedimiento establecido para tal propósito, desconociendo de paso que los fallos judiciales deben siempre fundarse ‘en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso’ (artículo 174 ibídem).”.

Solución al tema de fondo.

Corresponde entonces a la Sala verificar, si resulta procedente imponer condena en contra de Megabús S.A., como supuesto solidario responsable de las acreencias derivadas del contrato de trabajo que alega haber sostenido el señor Oscar Alberto Ríos Betancur con la liquidada Promasivo S.A., quien como ya se vio, fue desvinculada del proceso en la etapa de saneamiento llevada a cabo dentro de la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y de la SS, al no haberse integrado a la litis antes de producirse la cancelación de su matrícula mercantil.

La obligación solidaria del beneficiario de la obra requiere de la previa declaración de la existencia de derechos laborales a cargo del obligado principal, que en este tipo de eventos es el contratista empleador.

Bajo esa premisa, para poder emitir tal declaración, se requiere la certeza de que esas obligaciones realmente existen, lo cual, tratándose de actuaciones judiciales, solo se logra en la medida que se brinde al sujeto procesal a quien se quiere imponer la carga, el pleno ejercicio de su derecho de defensa, de conformidad con lo previsto en el artículo 29 de la Constitución Nacional.

En este caso, el accionante busca el reconocimiento de las acreencias laborales a cargo de Promasivo S.A. en calidad de empleadora y posteriormente el cubrimiento de esas obligaciones en cabeza de Megabus S.A. como solidariamente responsable, al haberse beneficiado de los servicios prestados por él.

Por excepción según se dijo previamente, para triunfar en sus pretensiones sin la presencia de Promasivo S.A., el señor Oscar Alberto Ríos Betancur tenía el deber de probar, además del vínculo laboral, la existencia y monto de las obligaciones insolutas a través de una sentencia judicial, conciliación u otro documento donde conste una obligación clara, expresa y actualmente exigible en cabeza de aquella entidad.

Al revisar el material probatorio allegado al proceso, no se observa que el demandante haya cumplido con ese deber procesal, ya que en el plenario no obra conciliación o sentencia judicial en la que se haya reconocido por parte de Promasivo S.A. la existencia de rubros económicos derivados de un contrato de trabajo a favor del señor Ríos Betancur.

Respecto a los documentos visibles a folios 30 a 55 rotulados como “Volantes de pago”, de los cuales el demandante podría pretender una aparente acreencia a su favor a cargo de Promasivo S.A., lo cierto es que dichos documentos adolecen de firma del funcionario, emisor o responsable de su autoría, y tampoco se evidencia en ellos otros elementos o signos de individualización que permitan colegir quién lo elaboró, por lo que de conformidad con lo establecido por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia CSJ SL-6557-2016, reiterada entre otras en providencias SL11412-2017 y SL19485 de 22 de noviembre de 2017, a este tipo de documentos que no cuentan con tales características, no es posible valorarlo en la forma que se pretende.

En cuanto al documento visible a folio 61 al que se refiere la parte actora en la sustentación del recurso de apelación, es del caso señalar que se trata de una copia simple de la liquidación de un aparente contrato de trabajo que unió al demandante con Promasivo S.A., documento en donde supuestamente reconoce deuda por concepto de salarios y prestaciones sociales a favor del accionante por valor global de $9.126.716; al cual no es posible darle el valor probatorio pretendido por la parte actora, en consideración a que el propio accionante en el hecho 35 de la demanda -fls.2 a 12- le atribuyó su autoría a la extinta sociedad cuando afirmó que “El 11 de enero de 2016 Promasivo S.A., hoy en liquidación judicial, emitió colilla de liquidación del contrato Nº 665, en la que reconoció adeudar al señor OSCAR ALBERTO RÍOS BETANCUR, la suma de $9.126.716”, por lo que era dicha entidad quien se encontraba jurídicamente legitimada para reconocerlo o en su defecto oponerse a su contenido tachándolo o desconociéndolo en los términos previstos en los artículos 269 y 272 el CGP.

Es que para poder hacer valer ese documento en este proceso frente a Megabus S.A., resultaba preciso que estuviera revestido de total autenticidad, característica de la que adolece en la medida en que lo traído a juicio es una fotocopia suscrita por una persona desconocida.

A más de lo anterior, la sociedad Liberty Seguros S.A. al dar respuesta a la demanda -fls. 162 a 179- solicitó la ratificación de la totalidad de los documentos emanadas de terceros que fueran aportados al proceso, tal y como lo faculta el artículo 262 del CGP, sin embargo, dicho trámite no se surtió, en gran medida porque la mayoría de los documentos aportados al proceso provenientes de terceros, le fueron atribuidos a una entidad, Promasivo S.A., que debido a su extinción jurídica no tenía la posibilidad de presentarse al proceso a cumplir con ese deber, lo cual lleva a concluir que a todos aquellos documentos no se les puede dar el alcance probatorio pretendido por la parte actora.

Conforme con lo hasta aquí expuesto, es dable colegir que: i) El contratista independiente no fue vinculado al proceso, a pesar de ser el legítimo contradictor respecto de la existencia o no de los contratos de trabajo referidos por el accionante; ii) No existe un pronunciamiento expreso de su parte mediante el cual reconozca ser el verdadero empleador del demandante; iii) Los documentos que reposan en el expediente, no acreditan la existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible en cabeza de dicha sociedad y a favor del señor Oscar Alberto Ríos Betancur; iv) Megabús S.A. ha desconocido el supuesto vínculo laboral que ató al actor con Promasivo S.A. y que producto de los mismos, hubieran surgido obligaciones o acreencias a su favor.

Lo anterior, conlleva a concluir que no se tiene certeza de si el contratista independiente fungió como verdadero empleador del accionante, dada su ausencia en el presente trámite y a que no existe una prueba que demuestre inequívocamente la existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible en cabeza de Promasivo S.A. en calidad de tal, motivo por el cual no podrá emitirse decisión alguna en tal sentido, ni mucho menos, trasladar o imponer condena en contra de Megabús S.A. como solidario responsable.

En ese orden de idas, conforme a la jurisprudencia anteriormente citada, puede concluir la Sala que no se cumplen los requisitos para emitir condena en contra de Megabús S.A. en calidad de obligada solidaria, razón por la cual, ninguna modificación sufrirá la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, por medio de la cual se negaron las pretensiones de la parte actora.
 
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costas de la instancia a la parte actora en un 100%.

Notifíquese por estado y a los correos electrónicos de los apoderados de las partes. 

Quienes integran la Sala. 


JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado Ponente


ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN	     ALEJANDRA MARÍA HENAO PALACIO
Magistrada					     Magistrada
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